
 
 
 
 

 
 

L’ALT AL FOC D’ETA 
 
 
 
Incloem els dos comunicats d’ETA en els que anun cia un alt el foc permanent. Així 
mateix, reprodu ïm les editorials dels principals periòd ics de Madrid (El País i ABC ), 
Euskadi (Deia i Gara) i Catalunya (La Vangu ardia i El Periód ico). 
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El alto el fuego permanente de ETA supone una oportunidad inédita que sería 
irresponsable no intentar aprovechar. Lo nuevo no es el anuncio de tregua, sino 
que se produzca tras un periodo prolongado, casi tres años, sin atentados 
mortales. Pero la experiencia obliga a extremar la cautela. ETA habla de alto el 
fuego "permanente", expresión deliberadamente ambigua. Antes de dar cualquier 
paso será preciso, de acuerdo con la resolución aprobada en mayo pasado por el 
Congreso, verificar si se trata de un compromiso firme de renuncia definitiva a la 
violencia, incluyendo el recurso a la extorsión y otras formas de coacción. Para que 
la oportunidad abierta desemboque en el fin de ETA será preciso medir los pasos 
con inteligencia, mantener el criterio de que no puede haber contrapartidas políticas 
y actuar desde la unidad de todos los demócratas. 

La clave del comunicado por el que ETA declaraba ayer un alto el fuego es el 
adjetivo que lo acompaña: permanente. Se trata, en primer lugar, del mismo 
término empleado en su día por el IRA, cuyo modelo sigue ETA y sobre todo 
Batasuna (la Batasuna de Otegi). Permanente es más que indefinida, expresión 
desacreditada por la tregua de 1998: hasta Arzalluz declaró, tras su ruptura, que ya 
sólo tomaría en serio ofertas de alto el fuego si eran "definitivas, sin vuelta atrás". 
Pero alto el fuego permanente no es lo mismo que el fin definitivo de la violencia -
"disolverse y deponer las armas"- que la resolución del Congreso consideraba 
como único destino de ETA. La ambigüedad calculada del comunicado aspira 
seguramente a permitir una interpretación que, sin ser de reconocimiento abierto de 
derrota, al estilo de la carta de Pakito, pueda tener encaje en las condiciones 
establecidas por el Congreso para impulsar un "final dialogado de la violencia". Ese 
posible cálculo, más el tono general del escrito, relativamente sobrio y bastante 
medido, parecen indicar que se trata de un texto pactado. Lo que remite a la 
existencia de alguna forma de contacto previo, directo o a través de intermediarios. 
Esto explicaría el optimismo gubernamental de los últimos meses frente a señales 
tan negativas como la continuidad de los atentados mafiosos y de la violencia 
callejera. Tal vez la decisión ya estaba tomada, como se rumoreaba desde 
diciembre, y ETA estaba buscando el momento publicitariamente más conveniente 
para hacerla pública. Esas señales serían la forma de demostrar que conservaba 
capacidad de hacer daño. La convocatoria de huelga general del 9 de marzo habría 
querido ser, en esa lógica, la prueba de su capacidad de movilización como paso 
previo al esperado anuncio. Pero el fracaso de la huelga, más la imputación por la 
justicia de sus convocantes, entre ellos Otegi, habría alertado de los riesgos de 
prolongar la situación. El comunicado de ayer evita hablar directamente de 
autodeterminación o lo que suelen llamar "territorialidad", pero mantiene que el 
objetivo del alto el fuego no es acabar con la violencia, sino alcanzar su programa 
político, que presenta como "reconocimiento de los derechos que como pueblo nos 
corresponden"; España y Francia deberán aceptar "sin limitaciones" esos derechos 
y respetar "la decisión de los ciudadanos vascos". Resulta sarcástico que ETA 
exhorte a los demás a respetar la decisión de los ciudadanos tras más de tres 
décadas de ignorar el deseo de paz de la inmensa mayoría de la población y de 



acumular más de 800 muertos. También advierte a Francia y España de que deben 
abandonar la represión. En un segundo comunicado publicado la pasada 
madrugada, ETA reitera las ideas del primero y muestra su deseo de construir "una 
paz basada en la justicia". Y añade: "Nos reafirmamos en el compromiso de seguir 
luchando hasta lograr los derechos de Euskal Herria". El presidente del Gobierno 
reaccionó con muy medida cautela, evitando cualquier expresión triunfalista y 
apelando a la recomposición de la unidad entre los partidos, y especialmente entre 
el suyo y el de Rajoy, que se había limitado a decir que el de ayer no era el anuncio 
de ETA que esperaban los ciudadanos. Por supuesto que lo ideal sería que ETA se 
rindiera incondicionalmente, como pedía hace poco Acebes, pero es poco realista 
esperar algo así. Incluso si ETA hubiera interiorizado su derrota política, en el 
sentido de que no existe ya ninguna estrategia política a la que haga avanzar la 
violencia, no lo plantearía en esos términos. Lo que permite mantener la esperanza 
no es que hablen de alto el fuego permanente, sino que ello ocurra tras casi tres 
años sin muertos. La resolución del Congreso define la pauta a seguir. Lo primero 
es exigir a ETA que aclare que su renuncia es irreversible, como planteó ayer el 
líder del PNV, Josu Jon Imaz, y también Zapatero al decir que se tomaría su tiempo 
antes de llevar el asunto al Congreso. Un tiempo para confirmar la voluntad de 
ETA, que recuerda el que se tomó John Major para realizar "verificaciones" sobre el 
alcance del anuncio de tregua del IRA en 1994. La distinción entre contrapartidas 
políticas y medidas de gracia para presos y activistas es en parte artificial, porque 
también esas medidas serían políticas. Pero resulta eficaz para marcar la frontera 
entre lo posible y lo que no lo sería, de acuerdo con la resolución del Congreso. 
Resultó especialmente inoportuna la interferencia del lehendakari Ibarretxe 
anunciando la convocatoria de una mesa de negociación política, llamada de 
normalización, a la que seguiría su famosa consulta. Rajoy reiteró su rechazo a 
pagar precio político alguno y ofreció su colaboración para avalar la firmeza del 
Gobierno al respecto. Está bien, pero podía haber añadido que un alto el fuego 
permanente es una buena noticia y una oportunidad a no desaprovechar; y haber 
respondido con algo más de cordialidad a las palabras conciliadoras de Zapatero 
hacia él. En la ponencia sobre terrorismo aprobada en la reciente convención del 
PP se afirma que "no cabe el diálogo con los terroristas en tanto mantengan su 
voluntad asesina de utilizar el terror". Lo cual, leído desde el otro lado, significa que 
si aparece un compromiso verificable de abandono de la violencia ese diálogo será 
posible, como afirma la resolución del Congreso. Hay base para que los dos 
grandes partidos vayan juntos en este asunto a fin de que su desembocadura sea 
un fin de ETA con justicia.�



 

Sin precio po lítico 
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La banda terrorista ETA emitió ayer un comunicado en el que anuncia «un alto el fuego 
permanente» a partir de mañana. El objetivo de este gesto es «impulsar un proceso 
democrático para Euskal Herria para construir un nuevo marco en el que sean 
reconocidos los derechos que como pueblo nos corresponden y asegurando cara al futuro 
la posibilidad de desarrollo de todas las opciones políticas». En una traducción 
meramente deductiva, ETA pretende que, al amparo de ese «alto el fuego permanente», 
el Gobierno y las demás instituciones del Estado negocien, de una parte, un marco 
jurídico-político para el País Vasco -ETA también emplaza al Estado francés- diferente del 
actualmente recogido en el Estatuto de Autonomía de Guernica, y, de otra, que se 
proceda a legalizar de nuevo a Batasuna, que es su marca electoral. 
 
Ante esta pretensión de la banda terrorista ETA, y antes de cualquier otra consideración, 
es necesario reconocer al Gobierno español un amplio margen de confianza para la 
gestión de la nueva situación que se plantea. El Gabinete de Rodríguez Zapatero merece 
el mismo trato que recibieron el de Felipe González en 1989 y el de José María Aznar en 
1998. Y en ese margen de confianza se debe mover el Ejecutivo para lograr que la banda 
terrorista ETA deponga definitivamente las armas sin que esa decisión conlleve 
contrapartida o precio político o de otra naturaleza. La sociedad española; el sistema 
político que alumbró la Constitución de 1978, posterior a una amnistía que vació las 
cárceles de presos etarras; la generalización del proceso autonómico, específicamente en 
el País Vasco, mediante un autogobierno sin parangón en los países de nuestro entorno, 
y la memoria de las víctimas son argumentos definitivos e irreversibles para exigir a ETA 
que olvide cualquier aspiración a obtener rédito alguno del cruel ejercicio terrorista que ha 
venido desplegando, y que se ha cobrado casi mil víctimas mortales y decenas de miles 
de millones en pérdidas materiales, además de un sufrimiento colectivo e individual de 
incalculable valor moral. 
 
ES prudente, por eso, que el presidente del Gobierno se tome el tiempo necesario para 
comprobar las posibilidades de obtener la renuncia terrorista de ETA, y sólo cuando tenga 
muestras inequívocas de que la banda se resigna a dejar de delinquir de modo definitivo 
debe acudir al Congreso con el discurso que, en atención a los datos de que disponga, 
considere procedente. Rodríguez Zapatero, su Gobierno y el PSOE saben que carecen de 
potestad y de legitimidad -y, por supuesto, de mandato popular- para moverse fuera de 
los parámetros que en estas líneas se exponen. El Ejecutivo debe recabar todos los 
apoyos en esta coyuntura tan especial y los obtendrá íntegros en la medida en que, con la 
máxima transparencia, se encare a la decisión de ETA con lucidez ética, política e 
histórica. 
 
Las esperanzas hay que administrarlas sin avaricia, pero también sin despilfarro. No es la 
primera vez que la banda terrorista declara una tregua para, después de transcurrido un 
tiempo, volver a practicar sañudamente el terrorismo. En esta ocasión, como era 
previsible, los dirigentes etarras han cuidado de no rememorar las vicisitudes de 1989 y 
1998. Se refieren a su decisión no como tregua, sino como «alto el fuego permanente», 
expresión emparentada con la semántica utilizada en su día por el IRA, pero que enlaza 
con un propósito que no es de irreversibilidad. Es decir, ETA no anunció ayer el abandono 
de las armas, sino una suspensión de sus actividades criminales -es de suponer que de 
todas sin distinción, incluida la extorsión a empresarios y profesionales del País Vasco y 



fuera de él- cuya inmutabilidad queda condicionada a una negociación claramente 
política, expuesta en unos términos calculadamente blandos, pero suficientemente 
explícitos de que su objetivo es convertirse, por sí o a través de otros, en interlocutora del 
Gobierno y, en definitiva, del Estado. Contra esta ensoñación totalitaria de los terroristas -
a los que debe persuadir de su derrota, no ya operativa, sino también política, social y 
moral- habrá de luchar el Ejecutivo. Los sucesivos gobiernos democráticos, secundados 
por una opinión pública española resistente al sufrimiento y por un heroico sector 
constitucionalista en el País Vasco, son los titulares del mérito de haber derrotado a ETA 
hasta el punto de alcanzar una situación como la ayer anunciada por la banda. 
 
EL Gobierno y su presidente -que lo es de todos, incluso de los que discrepan de sus 
actuaciones- deben, primordialmente, en esta nueva tesitura cuidar con esmero y 
grandeza de miras la unidad de los partidos políticos con representación parlamentaria, 
pero también de la cohesión de la opinión pública en torno a los grandes valores de las 
democracias fuertes y solventes. Las manifestaciones convocadas por las víctimas para 
disuadir al Ejecutivo de cualquier negociación con ETA no han sido episodios 
anecdóticos, sino de hondísimo calado. La capacidad de convocatoria de las víctimas, 
secundada por el primer partido de la oposición y otras asociaciones y colectivos, remite a 
una convicción muy arraigada en el conjunto de la sociedad española cuya formulación es 
muy simple: la paz no tiene precio político. 
 
Desde estas perspectivas, en las que la esperanza no debe velar la encarnadura criminal 
de ETA, ni nublar el recuerdo de sus terribles delitos, ni alejar la memoria de sus cientos 
de víctimas, ni relegar los aprendizajes que la historia proporciona, ha de insertarse lo que 
es un tiempo nuevo y distinto, pero no inédito. La inmensa mayoría de los ciudadanos 
españoles desean que éste sea el «principio del fin» de ETA. No está claro que así sea, 
porque también pudieron pensarlo -y hacerlo igualmente con sólidos argumentos- con 
motivo de la tregua de 1989 y en la de 1998. En aquellos hitos históricos que alentaron 
tantas ilusiones, ETA mostró, al final, su auténtica faz, la peor. Ahora, la sintomatología de 
la estrategia etarra recuerda a la del IRA. En Irlanda del Norte no se ha establecido la paz 
-de hecho, la autonomía sigue suspendida por el Gobierno de Blair-, pero se rehabilitado 
la situación general, aunque con la permanencia de ciertas derivas mafiosas que no 
permiten aún la visualización de un proceso concluido y bien rematado. 
 
SI lo que mañana se inicia es el «principio del fin» de ETA, como todos los ciudadanos de 
buena fe desean, lo será no tanto porque así lo decida la banda terrorista, sino porque el 
Gobierno gestione con inteligencia, fibra ética y adhesión constitucional la situación; 
porque la sociedad se sienta reconocida en su esfuerzo histórico de combatir el terror; 
porque, sin sectarismos, se reconozca a los sucesivos gobiernos -tanto de Suárez como 
de Calvo Soltelo, González y Aznar- su aportación innegable en la lucha por la libertad y 
se asuma con plena convicción que, pronto o tarde, pero de manera indefectible, siempre 
triunfan la justicia y la libertad. Y que ambas se obtienen y disfrutan sin más precio que la 
decisión democrática colectiva de todo un pueblo que, como el español, no admitirá una 
ecuación indigna para lograrlas en plenitud. 
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EL COMUNICADO de ETA en el que declara ‘‘un alto el fuego permanente’’ a partir de 
mañana es la buena noticia que esperaba la inmensa mayoría de la sociedad vasca 
desde que hace más de siete años, el 16 de setiembre de 1998, la organización armada 
anunció una ‘‘tregua indefinida’’ que duró catorce meses. Tras la frustración de entonces, 
resurge ahora, con más fuerza, la ilusión de que comienza la esperanzadora etapa de 
consolidación definitiva del proceso de pacificación y normalización política de Euskadi, 
para la que es necesario que el conflicto salga de la calle. Este cese de la actividad 
armada, que marcaría el principio del fin de la violencia tan insistentemente anunciado por 
Zapatero (ahora le corresponde a la política afianzarlo), parece confirmar que en esta 
oportunidad los imprescindibles y absolutamente lógicos contactos previos entre las 
partes, la ‘‘cocina’’, se realizaron con discreción y eficacia. Representa el paso necesario 
para la concreción de las buenas intenciones de la izquierda radical abertzale, de utilizar 
vías exclusivamente pacíficas y democráticas, manifestadas en Anoeta a finales del año 
2004 y en la posterior propuesta del presidente del Gobierno español, avalada por la 
mayoría del Congreso de los Diputados de establecer un diálogo para superar el 
problema. Entramos, pues, en un escenario de negociación política en el que todos los 
partidos se deberían implicar en la búsqueda de soluciones para un conflicto que es 
esencialmente político, aunque algunos se nieguen a reconocerlo. Con el ritmo y las 
cautelas precisas, se deben aportar responsabilidad y flexibilidad para que este proceso 
de paz sea irreversible. El pueblo vasco no perdonará a quien obstaculice la consecución 
de la paz y el reconocimiento de sus derechos. Iniciamos una etapa histórica 



La hora de la responsabilidad y de los hechos 

Gara 

El anuncio de alto el fuego permanente de ETA provocó ayer un terremoto político, social 
y mediático de una enorme magnitud.  

La importancia y el calado de la iniciativa de la organización armada y su indudable 
aportación al proceso de resolución del conflicto ocupó, prácticamente desde el mismo 
instante en que se hizo público el mensaje, portadas y horas de emisión ininterrumpida en 
todos los medios de comunicaciónŠ o en casi todos.  

La iniciativa de ETA sitúa el proceso en un nuevo prisma y, en cierto modo, obliga a 
retratarse a muchos de los actores, protagonistas o agentes que, durante estos últimos y 
convulsos meses, han pretendido moverse en una indefinición o ambigüedad interesadas. 
La inercia en la que algunos han querido ampararse en estos últimos años ha coqueteado 
en demasiadas ocasiones con la tentación de poner obstáculos, e incluso poner en peligro 
el proceso mismo, en lugar de trabajar por abrir vías de soluciones, hasta el punto de 
reflejar que en esa situación había quien parecía sentirse cómodo. Pese a estas actitudes, 
hoy asistimos a una iniciativa que ha sacudido muchas cosas y que, en buena lógica, 
debería llevar a la reflexión a quienes esgrimen discursos y actitudes que en nada ayudan 
a buscar un camino de resolución. El terremoto ha sido tal que ha provocado reacciones 
oficiales en las principales capitales mundiales, incluidas Londres y Washington.  

Es obvio que al primer momento de impacto deberá seguir, en buena lógica, una reflexión 
pausada que permita a todas las partes dar la dimensión adecuada al alto el fuego 
permanente de ETA, dimensión que va, sin duda, mucho más allá del cese de las 
acciones armadas. A nadie con un mínimo conocimiento de los procesos de resolución de 
conflictos en el ámbito internacional y con un rigor básico a la hora de abordar estas 
cuestiones se le escapa que cuando una organización armada toma una decisión de tal 
trascendencia es porque es de suponer que ha habido un intenso trabajo de trastienda, 
labor que implicará y comprometerá a otros actores claves del proceso abierto.  

A nadie se le escapa, tampoco, que este anuncio en absoluto significa el final de un 
camino, como algunos pretenden hacer creer en función de sus propios intereses, sino 
todo lo contrario, el inicio del partido si utilizáramos un símil deportivo. Un partido que 
exigirá mucha responsabilidad a todas las partes y mucha voluntad de avanzar en la 
resolución del conflicto y cuyo futuro, como desde su nacimiento ha sostenido este diario, 
deberá sustentarse en el diálogo, la negociación y el acuerdo, y, en último término, en la 
palabra y la decisión que adopten los ciudadanos y ciudadanas vascas sobre su futuro.  

Todo aquel que se adentra con seriedad en esta cuestión coincide en apuntar que será un 
proceso largo y complicado, en el que, a buen seguro, no faltarán tropiezos y obstáculos. 
De ahí el ejercicio de responsabilidad exigible a todos los actores implicados en el mismo. 
Diríase que es hora de responder con claridad, y con hechos, al futuro. Habrá, cómo no, 
quien no lo haga porque no le interese hacerlo, y algunas reacciones registradas ayer 
dejan clara constancia de ello. París y Madrid respondieron en clave de prudencia, 
aunque están llamadas a dar pasos que demuestren su voluntad real. La mayoría de los 
agentes de Euskal Herria, cada uno desde su punto de vista, tuvo una reacción positiva, 
que debe verse corroborada con compromisos efectivos.Pero, a la postre, será la 
movilización de la sociedad a la que representan esos agentes la que, en la balanza, tome 



más peso, ya que es el activo que necesita, y la garantía que precisa, un proceso para la 
resolución del conflicto basado en el reconocimiento de los derechos de Euskal Herria. El 
momento es importante; lo que está en juego, mucho más: Euskal Herria.  

 



Principio del fin�

LA VANGUARDIA - 23/03/2006 
 
 
ETA ha decidido declarar "un alto el fuego permanente a partir del 24 de marzo de 2006". 
Así empieza la declaración hecha pública ayer por la banda terrorista. El comunicado, 
largamente esperado, no es todavía el último que le queda por escribir a ETA: este alto el 
fuego debería ser la antesala de su disolución y de la renuncia a la violencia en todas sus 
formas, incluida la extorsión a las empresas vascas. El anuncio, sin embargo, supone un 
notable paso adelante que el tiempo dirá si constituye el inicio del principio del fin de la 
violencia que pronosticó Rodríguez Zapatero. La esperanza, pero también la cautela y la 
prudencia, son de rigor, como apuntó ayer mismo el propio presidente del Gobierno.  
 
La esperanza que abre el comunicado de ETA debe atenuarse con la prudencia que 
aconseja la experiencia. La realidad demuestra, desgraciadamente, que las dos anteriores 
treguas de ETA resultaron fallidas. Así ocurrió en las llamadas conversaciones de Argel 
(1989), con el gobierno de Felipe González, y en la última tregua (entre septiembre de 
1998 y diciembre de 1999) cuando el entonces presidente Aznar ofreció generosidad a la 
cúpula etarra. También ahora el presidente Rodríguez Zapatero merece un margen de 
confianza del conjunto de las fuerzas políticas democráticas para aprovechar esta nueva 
oportunidad de conseguir la definitiva y tan anhelada pacificación del País Vasco, máxime 
teniendo en cuenta el carácter permanente del alto el fuego que se anuncia y que podría ir 
más allá de una tregua convencional.  

El principal marco de referencia de las fuerzas democráticas es la resolución aprobada en 
el último debate del estado de la nación, el 17 de mayo del pasado año, en la que todos 
los grupos parlamentarios, a excepción del Partido Popular, sentaron las bases de un 
teórico final de la violencia. Mariano Rajoy, cuya participación activa como ministro del 
Interior y vicepresidente del Gobierno en la lucha contra ETA contribuyó al declive de la 
banda, tendió ayer la mano, ofreció colaboración y se acercó a aquel consenso.  
 
El líder popular ha obrado ahora en consecuencia por cuanto lo entonces acordado en el 
Congreso coincide con el punto 10 del pacto de Ajuria Enea, sellado por las fuerzas 
vascas -incluida la antigua Alianza Popular- en enero de 1988: "Si se producen las 
condiciones adecuadas para un final dialogado de la violencia, fundamentadas en una 
clara voluntad de poner fin a la misma y en actitudes inequívocas que puedan conducir a 
esa convicción, apoyamos procesos de diálogo entre los poderes competentes del Estado 
y quienes decidan abandonar la violencia, respetando en todo momento el principio 
democrático irrenunciable de que las cuestiones políticas deben resolverse únicamente a 
través de los representantes legítimos de la voluntad popular".  

Las fuerzas democráticas son conscientes de que, históricamente, han sido la unidad 
antiterrorista, la acción policial y judicial y la colaboración internacional, especialmente de 
la vecina Francia, las que han puesto a ETA en una situación de debilidad, pese a 
mantener su capacidad operativa, como se ha encargado de demostrar con sus últimas 
acciones sin víctimas. Este factor, unido al auge del terrorismo internacional de matriz 
islamista -de los atentados del 11-S en EE.UU. a los del 11-M madrileño y el 7-J 
londinense-, hizo que no sólo la sociedad tomase conciencia de la nueva amenaza, sino 
que los terrorismos locales de viejo cuño, como es el caso del de ETA, tomaran también 
nota de la nueva competencia mortífera y vieran como sus estrategias tradicionales 
quedaban superadas por un fenómeno que responde a claves inéditas. Una constatación 



a la que no es ajena ni esta declaración de alto el fuego, ni la presión que en esa 
dirección venían realizando una mayoría de sus presos, con largas condenas y deseosos 
de buscar una salida a su negro horizonte.  

Sin precio po lítico po r la paz 

Hay que subrayar, en el terreno político, que constituye un ejemplo de vitalidad 
democrática la presteza con la que el presidente del Gobierno acudió ayer al Parlamento 
y la actitud de todos los portavoces, empezando por Rajoy. Es verdad, como subrayó el 
líder del PP, que no puede pagarse precio político por la paz, pero también lo es, como 
afirmara en su día Zapatero, que "el fin de la violencia no tiene precio político, pero la 
política puede contribuir al fin de la violencia". Es el momento de renovar consensos ante 
un proceso que, en palabras del presidente, será duro, largo y difícil, y para el que se 
precisará del concurso de todas las fuerzas políticas; el gesto de ayer de ambos políticos, 
tendiéndose mutuamente la mano, es un buen augurio. Y también debe tenerse siempre 
presente la memoria de las víctimas.  

No puede ser de otra manera por cuanto la barbarie etarra, con más de 900 muertes y 
secuestros, ha unido en el dolor no sólo a las víctimas y familiares, sino a la política 
democrática y a la sociedad civil en su conjunto. Hay que afirmar, con la cautela y 
prudencia debidas, que la esperanza en el fin de la violencia puede también ahora ser un 
factor añadido de unidad. La memoria de las víctimas, según una imagen utilizada 
recientemente por una de ellas, debe estar siempre presente en el retrovisor del Gobierno 
y de su presidente, pero su obligación es explorar la puerta de la esperanza que ahora se 
entreabre. Tiene el derecho y el deber de intentarlo, e incluso de fracasar si fuera el caso, 
como dijo Duran Lleida.  

Esta nueva etapa puede abocar a dos escenarios diferentes, a tenor de la citada 
resolución del Congreso. Un proceso de diálogo entre el Gobierno y ETA, que no puede 
entrar en cuestiones políticas y que ha de centrarse en la entrega de las armas y en el 
proceso de reinserción de presos (acercamiento, en una primera fase, y la paulatina 
reinserción de aquellos que hayan decidido abandonar la violencia, según el punto 9 del 
mismo pacto). Y un diálogo sobre temas políticos, que exclusivamente corresponde tratar 
a los representantes legítimos de los ciudadanos, es decir, a los cargos vascos.  
 
Ambos escenarios no deben confundirse ni condicionarse. Éste es el punto en el que se 
atisba un giro táctico en ETA, en línea con la propuesta lanzada por la ilegalizada 
Batasuna en Anoeta. El primer test político sobre la solidez de este proceso será la 
participación o no de la izquierda abertzale en las municipales del 2007. No cabe, entre 
tanto, hacer interpretaciones políticas sobre el hecho de que esta tregua se decreta al día 
siguiente de la aprobación en la comisión Constitucional del nuevo Estatut. Sólo cabe 
constatar que la vía catalana se sigue construyendo sobre el consenso mayoritario y la no 
violencia. Éste es el principal activo político de una Catalunya que ha sufrido en sus 
carnes el terrorismo de ETA. Y puede serlo de todos aquellos que opten por la misma 
senda. 

 



ESTA VEZ PARECE QUE VA EN SERIO   
 

El Periód ico de Catalunya 
     
 
La esperanza de que algún día el terror desaparezca de España está hoy más viva 
que nunca. Tras casi tres años sin matar, ETA anunció ayer un “alto el fuego 
permanente” que, aunque deba ser acogido con prudencia, justifica la reacción 
colectiva de alivio que se está viviendo en el País Vasco y en toda España. Es un paso 
adelante imprescindible para encarrilar por la vía estrictamente política el conflicto de 
Euskadi. El comunicado no habla de la desaparición de ETA, pero se refiere a mucho 
más que una simple tregua. Llega en un momento maduro, con un Gobierno dispuesto 
a aprovecharlo. 
 
ETA no renuncia a sus objetivos políticos, a que sean exclusivamente los vascos 
quienes decidan el futuro de Euskadi. Pero su tono es menos coactivo que otras 
veces. Habla de impulsar un proceso democrático. Eso sólo puede querer decir que 
ciñe a la acción política convencional, y no a la muerte y el chantaje, la obtención de 
sus ideales. Tampoco pone condiciones concretas, lo que invita a confiar en que ha 
entendido que el futuro de Euskadi no tiene que decidirlo ella, sino la gente y sus 
representantes electos. Todas estas cosas equivalen a decir que su dramático papel 
en la historia ha llegado a su fin 
 
'HOJA DE RUTA' Tras sostener que lo de ayer estaba próximo, el presidente 
Zapatero apela ahora a la prudencia y pide tiempo para comprobar las verdaderas 
intenciones de ETA. El alto el fuego no se debe a un partido, a un Gobierno o a un 
poder del Estado. Felipe González lo buscó cuando el escenario aún no estaba 
maduro por ningún lado; el PP puso firmeza eficaz cuando posiblemente hacía falta 
firmeza eficaz, y Zapatero ha derrochado talento y valentía cuando lo que se 
precisaba era eso. Hay una hoja de ruta bien pensada respecto de lo que ha de venir. 
Ahora es el Congreso, que ya marcó el camino, quien tiene que ratificar la estrategia: 
forzar que la renuncia a la violencia sea definitiva, diálogo sin más límites que el 
respeto a la voluntad de la mayoría de los vascos y no pagar precios políticos por la 
decisión de ETA. 
 
DE RAJOY A ETA Al PP, cuya colaboración leal es imprescindible, se le plantea un 
reto: abandonar su obstrucción a la política antiterrorista del Gobierno o quedarse al 
margen. Ayer Rajoy exhibió escepticismo, pero brindó su "apoyo" a Zapatero fijando 
condiciones aparentemente exigentes, pero que no contradicen la hoja de ruta del 
Gobierno. Quizá inicie en este momento histórico el giro hacia la moderación tantas 
veces anunciado. 
 
Es posible que ETA sólo se esté dando un respiro, o que confíe en una claudicación 
del Estado de derecho que no llegará. Pero hemos de lograr que este alto el fuego sea 
definitivo. Habrá que tomar decisiones difíciles en los tribunales, en las cárceles y en 
los parlamentos. Los ciudadanos esperamos que nuestros políticos se unan para 
hacerlo. Es una oportunidad histórica para que desaparezca la peor secuela que nos 
queda del franquismo y para que pasemos a vivir en un Estado complejo, quizá dificil, 
pero democrático y sin violencia terrorista interna. 


